	Cuando el trabajo se convierte en "siniestro"


	Subtítulo

	Las últimas sentencias sobre accidentes laborales provocan la alarma en sindicatos y sectores de la judicatura


	Resumen

	El tema, según los juristas, sindicatos e, incluso, ministros de Trabajo, es más para llorar que para reír. La guinda la ha puesto esta semana el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, que ha culpado a un trabajador, que manipulaba una grúa, del accidente laboral que le costó la vida cuando trasladaba un peso que excedía en 2.000 kilos la capacidad máxima de la grúa. El caso de ésta y otras sentencias dictadas en Barcelona, Pontevedra y Córdoba han desatado las alarmas en el ámbito sindical, en el propio Gobierno -el ministro de Trabajo, Eduardo Zaplana, dijo no compartir la sentencia de Barcelona- y en determinados sectores de la Justicia.


	Texto

	Con algunas de las sentencias judiciales que se han conocido en las últimas semanas, el dramaturgo español Enrique Jardiel Poncela hubiera tenido material de sobra para escribir una obra con el título, pongamos por caso, Por favor, muérase en su casa, no en el trabajo. El tema, en cualquier caso, según juristas, sindicatos e, incluso, ministro de Trabajo, es más para llorar que para reír. La ginda la ha puesto esta semana el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, que ha culpado a un trabajador, oficial de primera que manipulaba una grúa, del accidente laboral que le costó la vida cuando trasladaba un peso que excedía en 2.000 kilos la capacidad máxima de la grúa. Salió despedido y murió en el acto. Los jueces estiman que era el operario quien debería haberse asegurado de si existía un exceso de carga y retiran la compensación de 12.000 euros que, en su momento, le fueron concedidos a su viuda por el Juzgado de lo Social número 18 de Barcelona. El caso es que ésta y otras sentencias dictadas en Barcelona (la del albañil que quedó parapléjico al caer de un andamio), Pontevedra (las lesiones de un trabajador que le cayó en el pie una plancha de hierro que intentaba levantar), y la de Córdoba (un obrero agrario que murió cuando realizaba labores de limpieza de paja y rastrojo con un tractor de cuchilla niveladora) han desatado las alarmas en el ámbito sindical, en el propio Gobierno -el ministro de Trabajo, Eduardo Zaplana, dijo no compartir la sentencia de Barcelona- y en determinados sectores de la Justicia. En este último resultan significativas las declaraciones de María Angeles García, vocal del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) que, cuando ocupaba el cargo de fiscal jefe en Guadalajara, consiguió que el Tribunal Supremo ratificara dos sentencias de culpabilidad a dos empresas por el incumplimiento grave de las medidas de seguridad e higiene en el trabajo. María Ángeles García considera que "la sentencia de Barcelona es absolutamente desacertada, entre otras cosas, porque contradice la jurisprudencia conslolidada del Tribunal Supremo". En su opinión, el fallo sobre el trabajador que quedó parapléjico "puede constituir un precedente peligroso para la protección penal de la vida, la salud y la integridad física de los trabajadores". La fiscal subrayó que en el ámbito de la siniestralidad hay que poner en marcha diferentes medidas, algunas preventivas, por ejemplo, que la administración no contrate con empresas con altos índices de siniestralidad o que no se den bon¡ficaciones fiscales a estas empresas. "Pero, desde luego", añade, "la respuesta penal contundente no es desdeñable. Además, existe el tipo penal adecuado, luego tiene que aplicarse con todo rigor. No sólo tienen que ser sentencias contundentes, sino que hay que darles publicidad para que tengan carácter preventivo y ejemplificador. Como recuerda una circular interna de la secretaría de Salud Laboral de UGT comentando las últimas y polémicas sentencias, cuando un trabajdor sufre un accidente laboral existen varias vías para reclamar: la laboral, la administrativa y la penal y, cada una, presenta una serie de características. Por ejemplo, la ya citada sentencia de Pontevedra se dilucidó en la vía civil, "donde demandante y demandado se encuentran en un plano de igualdad y, por tanto, el que solicita daños y perjuicios tiene que demostrar que sufrió un daño y que este fue consecuencia directa de una acción u omisión del demandado". "Este tipo de situaciones", explica la circular, "se producen cuando se ventilan accidentes de trabajo en la jurisdicción civil, donde se pierden las prerrogativas que la norma da al trabajador en lo social, ámbito en el que sí se tienen en cuenta las relaciones de subordinación de empresario y trabajador y se aprecian los aspectos subjetivos de la precariedad laboral, de la inestabilidad en el empleo y se disfruta de ventajas en cuanto a la prueba. En el ámbito civil, el Tribunal sólo se va a formular estas preguntas: ¿recibió el trabajador la orden directa de su jefe de levantar la plancha?, ¿tenía la opción de negarse?, ¿no había otro método para la realización del trabajo? Aquí es responsabilidad del abogado de la acusación probar fehacientemente que sí recibió la orden, que no podía negarse y que no había otro método. Salvador del Rey, catedrático de Derecho del Trabajo y socio del bufete Cuatrecasas, recuerda que la vía penal -en la que se sustanció la sentencia de Barcelona- comenzó a utilizarse a raíz de la última reforma del Código Penal. Del Rey subraya que, en cualquier caso, la vía penal siempre va precedida de una negociación con la otra parte, esto es, la empresa, porque, en éste ámbito judicial, una vez que se ha iniciado el proceso, a diferencia del proceso civil o laboral, no se puede parar. "Hasta hace unos años estaba extendida una teoría reparadora para los accidentes laborales. Hasta la aprobación de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales de 1995 se partía de la base de que si había un accidente lo que había que hacer era reparar el daño. Ahora el delito no es de reparación, sino de prevención. Por eso, hasta hace unos años se acudía a la vía civil, que es lo que garantizaba una indemnización. Ahora, como el delito es la no prevención, que implica intencionalidad, se acude también a la vía penal". Los procedimientos penales para los supuestos delitos contra la seguridad e higiene en el trabajo por imprudencia, los tipos penales a los que se puede acudir en estas situaciones, presentan cifras desconcertantes. Según las memorias de la Fiscalía General del Estado de los dos úlitmos años, los primeros fueron, en 2002, 1098, y en 2003, 1.916. Los segundos, sin embargo, llegaron a 2.143 en 2002 y sólo 951 en 2003. La propia memoria de la Fiscalía recuerda en sus páginas que en la actual regulación existe una yuxtaposición entre el ilícito penal y el administrativo de mayor entidad (infracciones graves y muy graves). Esto es, no existe una adecuada concreción de hasta donde puede llegar la intervención administrativa y dónde comenzaría la penal. De estos y otros asuntos tratarán dos delegaciones de CCOO y UGT con el presidente del Consejo General del Poder Judicial, Francisco José Hernando, con el que se reunirán el próximo viernes. 
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